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C. Magistrado: 

\tHtt^ de entrar al debate que nos trae á los estrados de 
1 este Tribunal, debo una explicación al muy ilustrado 
' Sr. Lie. D. Eduardo Viñas, manifestándole que, si pedí 
y creo necesaria la lectura integra de las diligencias practi- 
cadas en el Juzgado 2^ de Distrito de Méjico, contra los se- 
ñores Ramirez, Ríos, Basave, Malpica y Castillo, y contra 
otros que se han desistido ya del recurso de apelación, es 
porque habiendo llamado la atención del público esta causa, 
debe procederse en ella sin que haya ni pretexto para sos- 
pechar que se omite la lectura de alguna diligencia que sea 
más ó menos conducente á la defensa de los presuntos reos. 
Una vez conocida la intención de la Promotoria que pi- 
dió tal lectura, espero se convendrá en la justicia de lo pe- 
dido por el que habla y de lo ordenado por el Tribunal. 

Ahora, entro en el debate diciendo: Si animados, no 
de un sistema servil de casuismo, sino del levantado espíri- 
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tu filosófico que hoy campea en la legislación y jurispruden- 
cia de las sociedades cultas, nos consagramos al estudio de 
las leyes que se relacionan con las garantías individuales de 
libertad individual y de seguridad personal, veremos á toda 
luz cuan difícil es en la práctica judicial lo que tan fácil, tan 
sencillo y tan hacedero parece en las elucubraciones pura- 
mente teóricas del publicista. 

El publicista nos dirá siempre, con muy levantada en- 
tonación, que el hombre nace con las alas de la libertad, y 
que así es como debe crecer y vivir en la sociedad, cuyas ins- 
tituciones no han sido establecidas sino para darle el bienes- 
tar que no puede alcanzar fuera de ella. 

Nos dirá, que en cambio de un pequeño sacrificio de la 
libertad, se conquista la inapreciable garantía de la seguri- 
dad, sin la cual todos los más halagadores derechos son pu- 
ramente nominales y de fantasmagoría teatral; de modo que 
tendrá que enaltecer sobre manera la necesidad de que go- 
biernos ilustrados y liberales protejan preferentemente la 
seguridad personal. 

Mas el criminalista, sea ó no un profundo pensador, 
palpa materialmente las dificultades de semejantes cuestio- 
nes; y de una manera inconsciente se hace, ó partidario de 
la escuela que quiere todo género de garantías para la so- 
ciedad, no pidiendo nada ó casi nada en gracia de las indi- 
viduales, llegando frecuentemente hasta el salus populi su- 
prema lex esto; ó se pronuncia en favor de la libertad y de 
la seguridad, sin curarse poco ni mucho de las agitaciones 



tempestuosas que pueden poner en peligro á la misma so- 
ciedad. 

Nosotros caeríamos en uno de estos dos extremos, si al 
ejercer el Ministerio público no tuviéramos presente la muy 
saludable doctrina de M. Saint Albin, que enseña, que el 
agente del Ministerio público debe probar al mundo entero 
que tiene una conciencia imparcial, y que su lógica no obe- 
dece al criterio de una abyecta deferencia al gobierno ni de 
demasiado rigor en contra de su adversario, asi como tam- 
poco de excesiva benignidad por el encausado y de comple- 
ta indiferencia por el orden público. 

Pero más que la autoridad, muy respetable de Saint Al- 
bin, tenemos muy presente lo que el mismo Supremo Go- 
bierno acaba de decir al C. Procurador de la Nación, expre- 
sando que los agentes del Ministerio público, al ejecutar sus 
instrucciones, deben antes que todo sujetar sus procedimien 
tos á las prescripciones de la ley. 

Esto supuesto, nos hemos preguntado, ¿á qué obliga 
el respeto que por derecho constitucional y por todo dere- 
cho se debe á las garantías individuales de libertad y segu- 
ridad? 

Esto, naturalmente, obligó á hacer un estudio detenido 
de una y otra garantía, resultando de él que la libertad bien 
examinada es la acción fácil, el movimiento expedito y de- 
sembarazado de la independencia y soberanía individual del 
hombre por el anchuroso espacio que le deja franco el va- 
lladar levantado por la ley; mientras la seguridad consiste 



cabalmente en el amparo y protección que nos imparte ex- 
presamente la ley, al sancionar los derechos que pone al 
abrigo de la violencia del particular y de las arbitrariedades 
del Poder público, ^si como nuestra propia personalidad. 

La una, es la planta que se produce expontáneamente 
en el silvestre campo de los derechos del hombre, y la otra, 
es la planta sembrada por el legislador, y que sólo esmera- 
damente cultivada por la autoridad puede dar sazonados 
frutos en la vida práctica de sociedad. 

La una existe, crece y se agranda sin la ley, mientras 
que por el contrario, la otra ni siquiera nace sin la ley ; de 
modo que la seguridad nace, crece, vive y se agranda á ex- 
pensas de la libertad. 

Mientras más leyes se den, habrá menos libertad, pero 
habrá más seguridad, si las autoridades tienen el celo bas- 
tante para hacerlas cun>plir; dé manera que parece una pa- 
radoja decir que hay contraste, contraposición y verdadera 
oposición entre la libertad y la seguridad. Bentham dice: 
que toda ley importa un recorte que se hace á la libertad. 

Ahora, que el auto apelado tiene mucho que hacer con 
las garantías de libertad individual y seguridad personal, da- 
lo á entender desde luego la sola enunciación de que se tra- 
ta de un auto de formal prisión decretado contra los seño- 
res expresados nominalmente en párrafo anterior. (Aquí le- 
yó el auto mencionado.) 

El auto á que acabo de dar lectura, autoriza las siguien- 
tes preguntas: ¿Qué es loque preceptúa el art. 19 déla 



Constitución de 57? — 2^ ¿El art. 2^ del decreto de 1 1 de Se- 
tiembre de 1820 puede servir de fundamento á un auto de 
formal prisión? — 3^ ¿Qué datos existen contra los presuntos 
reos? 

A la primera pregunta, responde el mismo texto del 
artículo, que dice: (Leyó el art. 19 de la Constitución.) 

Este artículo, como se ve, lo que quiere es que el dete- 
nido no quede olvidado en esta condición, y que á los tres 
dias de verificada su detención, si en concepto del Juez hay 
datos bastantes, se justifique ésta con un auto motivado de 
prisión, y tanto, que agrega: **E1 sólo lapso de este térmi- 
no,'' se entiende sin que se haya dado el auto de prisión, 
** constituye responsables á la autoridad que ordena ó con- 
siente tal detención, y á los agentes, ministros ó carceleros 
que la ejecuten.*' 

Asi, pues, toda autoridad judicial que tenga á su dis- 
posición un presunto reo, dentro del término de tres dias de 
verificada su detención, debe proceder á valorizar los datos 
que de la sumaria resulten contra el detenido; y si en su con- 
cepto son bastantes para que él crea que tal persona ha co- 
metido el hecho por el cual se le encausa, tiene, entonces 
el deber indeclinable de decretar la formal prisión del dete- 
nido. 

Y por esto cree la Promotoria que el auto de formal pri- 
sión de que venimos ocupándonos, debió fundarse precisa- 
mente en este artículo y no en el 18 que en él se cita. 

A la segunda pregunta debe contestarse, que el art. 2^ 



del decreto de 1 1 de Setiembre de 1820, no puede servir de 
fundamento legal á un auto de formal prisión. 

El citado decreto dice: (Leyó el art. i^ y 2^ de dicho de- 
creto.) 

La simple lectura de esta ley basta para comprender 
que sería bárbara, monstruosa y verdaderamente tiránica, si 
se hubiera propuesto resolver en qué caso procede legalmen- 
te la formal prisión de un individuo, pues expresa en su art. 
I^ que para proceder ala prisión de cualquiera espaáol, no 
se necesita que ésta produzca una prt^ba plena ni semiplena 
del delito; de modo que según esta ley, no se necesita prue- 
ba plena ni semiplena para comprobar el cuerpo del delito. 

Según esta misma ley, no se necesita prueba plena ni 
semiplena de quién sea el verdadero delincuente. 

Aunque con lo dicho queda perfectamente revelado el 
espíritu, el pensamiento y la intención marcada del legisla- 
dor, sin embargo, para que no quedara incompleta la mani- 
festación de su espíritu, de su pensamiento y de su intención, 
agregó un artículo segundo que, como hemos visto, dice: "Só- 
lo se requiere que por cualquier medio resulte de dicha in- 
formación sumaria: i^, el haber acaecido un hecho que me- 
rezca, según la ley, ser castigado con pena corporal; y 2 ^ que 
resulte igualmente algún motivo ó indicio suficiente según 
las leyes, para creer que tal persona ha cometido aquel hecho. 

La prueba de lo dicho es, que el art i^ comienza con 
las palabras: **Para proceder á la prisión,'' y esto no es más 
que aprehensión, detención ó arresto; y el 2^ espresa, que pa- 



ra esto sólo se requiere que por cualquier medio resulte el 
haber acaecido un hecho que merezca pena corporal, y se- 
gundo, que resulte, igualmente algún motivo ó indicio sufi- 
ciente para creer que determinada persona ha cometido 
aquel hecho, entendiéndose desde luego que la ley se atie- 
ne á la creencia del Juez, pues que de\ otra no puede ha- 
blar, quedando así contestada la segunda pregunta en el sen- 
tido de que el decreto de 1 1 de Setiembre de 1820, no pue- 
de servir de fundamento legal á un auto de formal prisión. 

A la tercera pregunta debe contestarse, que aunque pu- 
diera presentar circunstanciadamente los datos que se refie- 
ren á los encausados por traer formado un extracto de las di- 
ligencias que se refieren á la parte que cada uno tuvo en la 
redacción, corrección y publicación del papel titulado: **¡A1 
Pueblo! Protesta,'' y firmado con el colectivo ** Varios estu- 
diantes,'' no lo hago asi, porque la voz autorizada y fehacien- 
te de la Secretaría nos ha hecho saber las diligencias de las 
cuales resulta, que en el hecho que sirve de materia á la 
presente causa y que es el cuerpo del delito, el Señor Basa- 
ve redactó la protesta, los Señores Ramirez y Ríos colabo- 
raron corrigiendo su redacción, y ellos y los Señores Malpi- 
ca y Castillo, firmaron la responsiva; apareciendo, además, 
que concurrieron á ajustar su impresión y algunos la repartie- 
ron é hicieron circular. 

Si la detención ordenada por el C. Gobernador del Dis- 
trito y ejecutada por el Inspector de policia fué ó no legal y 
procedente, cosa es que no está á discusión en este momen- 
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to, en que sólo se trata de revisar el auto de formal prisión ;: 
y cosa es que puede reclamarse, bien directamente en el jui- 
cio de responsabilidad contra el autor de tal orden, ó bien ert 
el juicio de amparoi 

Pero el Juez ante quien se denunció como sedicioso y 
subversivo un impreso que le fué entregado como cuerpo del 
delito, el Juez á quien fueron consignados los responsables, 
de este impreso, calificado de sedicioso, si no vio en el impre- 
so un acto perfectamente licito y completamente legal, sino, 
por el contrario, formó la conciencia jurídica de que tal acto- 
no es licito sino punible, y punible con pena corporal, pudo, 
y más bien dicho, debió dictar auto de formal prisión, pues 
que en las diligencias que se le consignaban, tenia, por un la- 
do, el cuerpo del delito presuntivo, y por otro, las constancias 
bastantes para creer que las personas consignadas son en 
efecto las responsables del hecho que sirve de cuerpo de de- 
lito en el sentido expresjido. 

Con tales precedentes puede y debe asentársela siguien- 
te conclusión fiscal: 

A pesar de las garantías que la legislación constitucionac 
otorga á los derechos del hombre^ de libertad individual y de 
seguridad personal, no hay e^i ella un sólo precepto que obligue 
á revocar el mencionado auto de formal prisión, a causa de na 
estar conforme con la regla que hubiera debido seguirse para 
dictarlo. 

Natural y necesariamente, lo primero que debe consul- 
tarse es la Constitución de 57, en la parte en que habla del 
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auto motivado de prisión. Pues bien, esta parte es el art. 19, 
que dice: "Ninguna detención podrá exceder del término de 
tres dias, sin que se justifique con un auto motivado de pri- 
sión y los demás requisitos que establezca la ley/' 

Ahora bien: como tengo la honra de dirigirme al Tribu- . 
nal presidido por un letrado, creo por demás asentar que 
hasta ahora no se ha expedido la ley que exprese los requi- 
sitos necesarios además del auto de formal prisión, para que 
sea legal una detención por más de tres dias; y como res- 
pecto de éste no espresa el articulo qué requisitos sean ne- 
cesarios para expedirlo, con la Constitución en la mano po- 
dremos sostener, que una detención por más de tres dias 
queda justificada, según el art. 19 de la Constitución, con un 
auto motivado de prisión, siendo un hecho enteramente cier- 
to y perfectamente seguro, que la Constitución no ha expre- 
sado los requisitos cuya concurrencia exija para poder expe- 
dir legalmente un auto motivado de prisión. 

Y aunque algunos creen que la Constitución vigente 
exige que para poder dictar el auto de prisión, necesario es 
que se trate de un delito que merezca pena corporal, la ver- 
dad es que el art. 18, que exige que se trate de un delito que 
merezca pena corporal, no se refiere al auto motivado de 
prisión, sino á la aprehensión, detención ó arresto; y el art. 1 9 
es el que viene á hablar del auto motivado de prisión. 

Y aunque pueda replicarse que si no lo repite es por 
que lo supone, supuesto que ya lo habla exigido para la de- 
tención, necesario es que se reflexione en que la jurisdicción 
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que se tiene para revisar el auto de formal prisión, no se ex- 
tiende hasta examinar si hubo ó no legalidad en la orden ó 
mandamiento dictado para la prisión, detención ó apresto del 
individuo, que 6s un acto enteramente diverso y apartado. 
Posible es que al dictar tal orden ó mandamiento de deten- 
ción, haya habido violación de las garantías concedidas bien 
en el art. i6 ó 1 8 de la Constitución; pero si esta violación 
no es reclamada por la misma parte agraviada, por medio 
de procedimientos y formas del orden jurídico qu^ determi- 
na la ley de amparo, la autoridad judicial no puede proceder 
de oficio, porque expresa y terminante es la prohibición del 
art. 1 02 de la Constitución. 

Puede replicarse, es verdad, que si la violación consiste 
en que se tenga en prisión á uno que no merece pena cor- 
poral sin embargo de aparecer asi, entonces no hay necesi- 
dad de juicio de amparo, sino que el mismo Juez de la causa 
tiene el deber indeclinable de ponerlo en libertad bajo de 
fianza. 

Mas si tal cosa se replicara, la Promotoría contestaría al 
autor de la réplica: que para la aplicación práctica del art. 18 
de la Constitución, se necesita que aparezca, es decir, que se 
demuestre de una manera clara y evidente, que el encausa- 
do no merece pena corporal, y que el que tal cosa demues- 
tre, pida su excarcelación bajo de fianza. 

Lo dicho demuestra que el art. 19 de la Constitución 
de 57, que en el título de garantías es el único que habla 
del auto motivado de prisión, no expresa los requisitos que 



han de concurrir para que tal auto pueda ser decretado, y 
el 1 8 y el i6 no ise refieren sino ai mandamiento de deten- 
ción, aprehensión ó arresto. 

Aquí me tomo la libertad de recordar ciertos preceden- 
tes que se encuentran en leyes fundamentales anteriores, 
porque profeso la doctrina que en materia de garantías in- 
dividuales, aun las Constituciones anteriores rigen en todo 
aquello que no esté expresa ó implícitamente derogado por 
las posteriores; y esto es así, porque no siendo las garantías 
individuales sino medios prácticos de hacer respetar los de- 
rechos del hombre, que no son creación de la ley humana 
sino modos indispensable^ para proveer á las necesidades so- 
ciales del individuo, resulta que éste no es creación de la ley 
humana, que tampoco lo son sus necesidades, y que, por lo 
mismo, el deber de proveer á ellas y de otorgar garantías á 
los derechos del hombre, no está sujeto á las trasformaciones 
que sufre el poder público, que es y ha de ser siempre crea- 
ción de la ley humana, tanto en su existir como en su modo 
y razón de ser. Además, esto que parece una novedad, cuen- 
ta con la muy respetable autoridad de dos magistrados cu- 
yos nombres no estoy autorizado á revelar, y de los Señores 
Bautista é Iglesias^ que son autoridades muy competentes en 
la materia. 

Dicho esto, no es inconducente alegar que la Constitu- 
ción de 1812 al hablar del auto motivado de prisión, tánica- 
mente dice en su art. 293: **Si se resolviere que al arresta- 
do se le ponga en la cárcel ó que permanezca en ella en ca- 
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lidad de preso, se proveerá auto motivado, etc., pero no dice 
qué requisitos han de concurrir para f^er dictar el auto 
motivado de prisión; de manera que esto queda confiado al 
arbitrio judicial, no sólo en el sistema de absolutismo ante- 
rior al año de 1812, sino en el régimen constitucional que 
en ese año se estableció. . 

La República Mejicana, que no pudo descuidar este 
punto, dijo en su primera. Constitución algo más que la 
Constitución de 181 2, pues de una manera implícita vino á 
resolver que el auto motivado de prisión no puede dictarse 
fundándose solamente en indicios, pues dijo: **Ninguno se- 
rá detenido solamente por indicios más de sesenta horas;" 
asi es que trayendo por un encadenamiento de precedentes 
la doctrina que en 1824 podía sostenerse con relación al au- 
to motivado de prisión, queda reducida á que lo único cierto 
y seguro en este punto es, que cuando solamente hay indi- 
cios, no puede fundarse en ellos el auto de formal prisión, . 
mientras que respecto de datos de otro género, el arbitrio 
judicial no tiene traba alguna para valorizarlos de fundamen- 
tos bastantes para un auto de formal prisión. 

Como se vé, el Promotor ha colocado en el terreno del 
derecho constitucional el examen de la presente cuestión, 
así por que es su terreno propio y natural, como porque es 
la contestación que debe darse á los que creen ó aparentan 
creer, que un constitucionalista defensor de las garantías in- 
dividuales no puede opinar por la confirmación del repetido 
auto de formal prisión. 
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Siendo esto así, se sigue de los principios establecidos, 
<jue hasta el año de 1836 no teníamos, respecto del auto de 
formal prisión, más regla segura, que la prohibición estable- 
cida en la Constitución de 1824, para no poder fundar sola- 
mente en indicios el auto de formal prisión. 

Y decimos que hasta esa fecha no había más regla, por- 
que hasta entonces fué cuando la Constitución del centra- 
lismo vino á resolver en su art. 43, que para proceder á la 
formal prisión de un individuo se requiere, primero: que 
preceda información sumaria de que resulte haber sucedido 
un hecho que merezca, según las leyes, ser castigado con pe- 
na corporal. Segundo: que resulte también algún motivo ó 
indicio suficiente para creer que tal persona ha cometido el 
hecho criminal; mientras que la misma Constitución resuel- 
ve que, para proceder á la simple detención basta alguna 
presunción legal que incline al Juez contra persona y por 
delito determinado. 

Agrega la misma Constitución: **Una ley fijará las pe- 
nas necesarias para reprimir la arbitrariedad de los jueces 
en esta materia,'' y el Tribunal sabe que no llegó á dictarse 
tal ley; pero también sabe que si estuviéramos razonando 
en el foro mejicano de 1836, trabajos, y muy grandes por 
cierto, tendríamos para la aplicación literal de los artículos 
citados, porque, desgraciadamente, en el 43 se habla de la 
causa determinante ó influyente para formar la conciencia 
jurídica del Juez, pues se dice que para la formal prisión se 
requiere, primero, previa información sumaria; segundo, que 
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de ella resulte haber sucedido un hecho que merezca pena, 
corporal; y tercero, que de ella resulte algún indicio ó mo- 
tivo suficiente para creer que tal persona ha cometido el he- 
cho criminal. 

Y decimos que habría dificultad material para la apli- 
cación de estos artículos, porque en el siguiente dice, que 
para la simple detención basta alguna presunción legal; de 
cuya manera ya no habla de la causa que determina el jui- 
cio, sino de la presunción que debe formarse según la ley; 
y sabido es que las presunciones legales son, por lo menos, 
presunciones juris. 

Asi que, tomando al pié de la letra los preceptos de la 
Constitución central, debería decirse que para la formal pri- 
sión de un individuo eran necesarios los tres requisitos que 
expresa el art. 43 de la Constitución ce^ntral, ¿in que en nin- 
guno de ellos hable de prueba plena; mientras que para la 
simple detención exige presunción legal, es decir, presunción 
Juris, es decir, prueba plena. 

Mas como de la interpretación de una ley debe descar- 
tarse el sentido que envuelva absurdo, decirse debe en ese 
caso, que tales artículos deben entenderse en el sentido de 
que, si para la detención basta cualquiera presunción ó sos- 
pecha racionalmente fundada contra persona y por delito 
determinado aun cuando no preceda información ni se trate 
de hecho que merezca pena corporal; para la prisión se ne- 
cesitaban los tres requisitos que expresa el art. 43, con la 
novedad peligrosísima de que en 1836 podía fundarse el 
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auto de formal prisión aun solamente en indicio que fuera 
suficiente para creer que tal persona había cometido el he- 
cho criminal. 

Siendo ésta la genuina interpretación del derecho cons- 
titucional existente en 1836, de seguro que nadie querrá in- 
vocar esas garantías, y al decir esto, no puede creerse que 
la Promotoría es parcialmente hostil á la defensa. 

Pero para no anticipar especies que deben reservarse 
para su oportunidad, la Promotoría tiene el deber de recor- 
dar que las "Bases Orgánicas" hablan del auto motivado de 
prisión, en su artículo 9, sección 6^ y 7^ y que allí estable- 
cen que bastan indicios para poder decretar el auto motiva- 
do de prisión. 

Si, como es de creer, se han venido siguiendo con es- 
merada diligencia las evoluciones verificadas en el pensa- 
miento de nuestros legisladores constituyentes, se habrá vis- 
to que las leyes fundamentales del centralismo derogaron la 
garantía tutelar que la Constitución de 24 estableció en su 
art. 151, al resolver que el auto de formal prisión no puede 
fundarse solamente en indicios. 

Y en efecto, estaría ésta derogada si estuviéramos ale- 
gando en el foro de 36, ó por lo menos en el de 43 hasta 
46, mediado;pues en Agosio de este año quedó restablecida 
la Constitución de 24, y lo fué igualmente en la Acta de 
reformas de 1847. 

Así, pues, próximamente antes de la Constitución de 
1857, no se podía dictar auto de formal prisión solamente 

P. :í. 
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13or indicios» y puede preguntarse, ¿dada esta Constitución, 
podrá dictarse auto de formal prisión solamente por in- 
dicios? 

La respuesta parece que debía ser afirmativa, si pudie- 
ra prescindirse de los precedentes de nuestro derecho cons- 
titucional en materia de garantías individuales ; pero como, 
al contrario, debe entenderse vigente toda garantía indivi- 
dual otorgada en leyes anteriores que no esté espresa ni im- 
plícitamente derogada por la Constitución de 1857, resulta 
viva la prohibición de la Constitución de 1824, supuesto que 
nada dice en contrario la de 1857. 

Esta, en su art. 19 declara, que una detención no puede 
durar más de tres dias sin que se justifique con el auto mo- 
tivado de prisión, ó lo que es lo mismo, que una detención 
queda justificada con que se dicte el auto de formal prisión 
dentro del término legal que dicho artículo señala, sin que se 
expresen en él los requisitos que sean indispensables para 
poder dictarlo legalmente. 

Tenemos, por lo mismo, que ni en el derecho constitu- 
cional vigente, ni en sus precedentes, se encuentra precepto 
alguno que obligue á revocar el repetido auto de formal pri- 
sión á causa de no concurrir los requisitos necesarios para 
poder dictarlo legalmente, supuesto que no hay precepto 
constitucional que tales requií>itos exprese. 

Y es evidente que no hay ni puede haber tal precepto, 
porque el auto de formal prisión no importa declaración de 
mayor ó menor cnlpabilidad del encausado en el sentido de 
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ser reo de determinado delito, sino que es una medida de 
mayor y más diligente aseguramiento de su persona, sin ma- 
tar la esperanza de que gestiones bien comprobadas le 
abran las puertas de la prisión con esta ó con aquella condi- 
ción que la ley designe. 

Ahora bien, ¿las gestiones que de contrario se han pre- 
sentado, vienen acaso á fundar la contradictoria de que en 
la legislación constitucional exista precepto que obligue á 
revocar el auto de prisión tantas veces mencionado? 

A esta pregunta debe contestarse que la Promotoria 
ha estudiado muy atentamente el escrito de expresión de 
agravios, y vé que todas las alegaciones en él contenidas, se 
encaminan á fundar que los encausados no son reos de se- 
dición ni de rebelión, y que la ^'Protesta," **A1 Pueblo,'' que 
es el hecho por el cual se les procesa, no es un delito sino un 
recurso legal. Si la Promotoria no padece en esto un ex- 
travio, cree que lo que se pretende es una absolución formal 
y definitiva por medio de la revocación del auto de formal 
prisión. 

Con la misma salvedad dice la Promotoria, que lo que 
se pretende es matar en la 2^ instancia una causa que pen- 
diente está todavía en la i^, sin que por lo mismo se haya 
pronunciado sentencia que haya venido en revisión á este 
Tribunal. 

Lo que se pretende es, en fin, que el Tribunal declare 
en resolución formal que la **Protesta'' '*A1 Pueblo," no es 
un hecho que merezca pena corporal. 
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Si esto es así, si se tiene profunda convicción de que 
se está procesando á los vSres. Ramírez, Ríos, Basave, Mal- 
pica y Castillo por un hecho que no merece pena corporal; 

Si sobre esto se tiene completa evidencia, ¿se podrá 
sostener por esto que hay un precepto constitucional que 
obligue á revocar el tantas veces repetido auto de formal 
prisión? 

No, C. Magistrado; y digo que no, porque en tal su- 
puesto, que no concedo, todo lo que podría pretenderse se- 
ría la excarcelación de los encausados, con la calidad de 
bajo de fianza; y ni en la economía é índole del lenguaje, ni 
en el tecnicismo de la ciencia, cabe sostener que la excarce- 
lación importa tanto como revocación del auto de formal 
prisión. 

Y la prueba es, que si por cualquier motivo llega á fal- 
tar la fianza carcelera, el excarcelado vuelve á su antigua 
prisión en virtud del antiguo auto de formal prisión, cuyos 
efectos sólo quedaron en suspenso por consecuencia de la 
fianza otorgada; y vuelve á su antigua prisión sólo porque 
la invalidación de la fianza carcelera hace ineficaz por com- 
pleto el mandamiento de excarcelación que se hubiera de- 
cretado conforme al art. i8 de la Constitución de 1857. 

Para concluir, la Promotoría fiscal tiene que hacer pre- 
sente, que á propósito del auto de formal prisión no es po- 
sible cerrar la puerta al arbitrio judicial exigiendo prueba ple- 
na para poder decretarlo, porque esto sería tanto, como abrir 
ancho campo á la impunidad dando sobrado tiempo al encau 
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sado para que pudiera preparar y consumar su desaparición, 
dejando burlada la acción de la autoridad judicial seria y pro- 
fundamente ocupada en acumular datos que constituyan 
prueba plena contra el encausado. 

Las consideraciones que la Promotoria somete á la ca- 
lificación de este Tribunal, prueban que, á propósito del auto 
de formal prisión, toda la garantía posible consiste en la rec- 
ta conciencia jurídica de un Juez inteligente, experto y jus- 
tificado; y al decir cuanto lleva dicho la Promotoria, no tiene 
otra aspiración, que la de conquistar el derecho de hacer con- 
fesar que ha procurado aetar con la verdad y cumplir con el 
deber de rendir el más religioso tributo á la justicia. 



lectífimciomB. 



C. Magistrado: 

He pedido la palabra para hacer algunas rectificaciones, 
y al hacerlas, comienzo diciendo: , 

Ayer hemos oido, no sin satisfacción, el floridísimo ale- 
gato hecho en los estrados de esté Tribunal en defensa de 
los encausados Señores Ramirez, Ríos, Basave, Malpica y 
Castillo; y nada tendría de reprochable, si en medio de un 
ramillete de flores verdaderamente poéticas que el orador 
dedicó á sus defendidos, no hubiera venido entremezclado 
un manojo de punsadoras espinas lanzado á la cara de la 
autoridad que nos gobierna. 

Y en cumplimiento de mi deber, tócame lamentar que 
confundiendo, nivelando y midiendo con un mismo rasero 
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al caudillo de una revolución, cuya censura puede caer so- 
bre nuestra propia casa y sobre los nuestros con el alto 
funcionario que hoy rige los destinos del país, se llegue á. 
olvidar que cuando se trata de la autoridad, sobre todo de 
la Suprema, necesario es hacerlo con todo el respeto que 
por la Constitución y por sus propios merecimientos, le son 
debidos, aun cuando se haga mención de ella para acusar- 
la ante el mismo Tribunal que de juzgarla tiene. 

Y al oir la levantada entonación de la defensa, al ad- 
mirarla, hemos palpado que la imaginación ardiente y poé- 
tica de un joven y entusiasta orador, puede arrebatarnos á 
regiones desconocidas, en donde es muy fácil extraviarse si 
llega á faltarnos el contrapeso regulador de la razón y de la 
ley. 

Lo dicho no me hace olvidar el deber de gratitud que 
contraído tengo con el joven orador que me honra con el 
título de su maestro, que es muy grato para mí; y si bien 
esto obliga muy profundamente mi gratitud, no hace nacer 
el ridículo de la vanidad en un hombre que por su edad y 
por el retraimiento en que está viviendo, se estima muerto 
para el público, de modo que los elogios que se le prodigan, 
no hacen más que lastimar el corazón que lleno está de 
amargura y no abriga aspiraciones de ningún género. 

Entrando ahora al fondo de la defensa, deber mió es 
hacer algunas rectificaciones, siendo la primera: que no he 
ocurrido á una fuente de sofismas para hacer blanco de lo 
negro y para presentar como negro lo que de suyo es blan- 
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co. Nó; lo que he hecho es, presentar el testo de nuestro 
derecho constitucional, subiendo hasta los precedentes con- 
signados en Constituciones anteriores; porque ese estudio 
da muy clara luz para poder fijar el sentido del derecho vi- 
gente, y por esto y para esto he citado las Constituciones 
de 1812, 1824, 1836 y 1843. 

La defensa se ocupa de la censura de personas que no 
están ni deben ponerse á discusión, porque no figuran como 
actores ni como reos en este juicio, ni menos en este acto 
en que sólo se trata de una cuestión de puro derecho, y es 
la siguiente: 

¿Hay algíiiia razón legal para rroocar el auto de for- 
77ial prisií)7i dictado co7itra los Señolees Ramírez, Ríos, Basave, 
Malpica y Castillo, á causa de no estar arreglado a derecho? 
Siendo ésta, como es, la cuestión que debe examinarse 
y que el Tribunal tiene que decidir, no hay para qué tocar 
á las personas de quienes se ocupa la defensa; y está por 
demás toda censura personal, siendo así que la materia le- 
gal de la cuestión es un procedimiento judicial que bien pue- 
de examinarse y hasta pulverizarse en el terreno de la ra- 
zón y de la ley, sin tocar para nada á personas, que si inter- 
vinieron en la aprehensión, detención ó arresto de los en- 
causados, nada tienen que ver con el auto de formal prisión, 
que si bien está apelado y en revisión, por lo mismo, del Tri- 
bunal, ni su autor puede ni debe ser denostado, como dice 
la ley al hablar de la apelación. 

Tengo que hacer otra rectificación en el sentido de que 
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la defensa se ocupa y quiere que el Ministerio público se 
ocupe también de analizar el impreso titulado: *'A1 Pueblo!' ' 
**Protesta/* para que puntualice los pasajes que en su con- 
cepto constituyan un verdadero delito que merezca pena^ 
corporal. Y la rectificación consiste en decir que, si bien la 
defensa está en su derecho para apelar á todos los recursos, 
para tentar todos los medios y para entrar en todos los ca- 
minos que puedan conducir á la absolución de sus defendi- 
dos, el Ministerio público tiene que decir: nó; la cuestión 
que ahora promueve la defensa no es la que en estos mo- 
mentos debe examinarse y discutirse; no es la que tiene que 
decidir el Tribunal en virtud de la apelación interpuesta 
contra el auto de formal prisión. 

La cuestión que en virtud de esta apelación tiene que 
decidir el Tribunal, no es la de si los encausados son ó no 
responsables del delito por el cual se les procesa, para con- 
denarlos en el primer caso ó absolverlos en el segundo. 

¿ Qué diría la defensa si el Tribunal, en el supuesto de 
que confirmara el auto apelado, se extraviara, diciendo, ade- 
más, que declaraba que los encausados son efectivamente 
reos del delito de rebelión, sedición ó de cualquiera otro de- 
lito determinado? 

¿ No es verdad que si el Tribunal tuviera el desacierto de 
hacer tal declaración, la defensa diría, muy justamente, que 
no es esa la declaración que legalmente hubiera podido ha- 
cer el Tribunal, aun cuando en su concepto debiera confir- 
marse el auto de formal prisión ? 



Pues bien, el Ministerio Público á su vez, sin pretender 
atajar el libre y desembarazado vuelo de la defensa, dice al 
Tribunal: por buenas que sean las razones alegadas por la 
defensa, como todas ellas conspiran á fundar elconceptode 
que los encausados son inocentes, no puede el Tribunal ha- 
cer tal declaración, aun cuando crea que debe revocarse el 
auto de formal prisión. 

Si en aquello tiene razón la defensa, ó si en esto la tíe^ 
ne el Ministerio público, el Tribunal será el que decida la 
contienda; pero de seguro que no puede promoverse desde 
hoy una cuestión que es propia, natural y exclusiva de la re- 
visión que se haga de la sentencia definitiva que llegue á 
darse en i^ instancia. 

Cuando la defensa se ocupa de analizar el impreso ti- 
tulado: **¡A1 Pueblo!** **Protesta,** entra de lleno en una 
cuestión que, como hemos procurado fundar, no es la que 
en este momento debe tratarse; y no es la cuestión que de- 
be tratarse, porque no es la que el Tribunal puede decidir 
en virtud de la apelación interpuesta. 

Supongamof? si nó que el Tribunal, impresionado por 
los alegatos de la defensa, llegara á declarar que la protes- 
ta mencionada, que es el hecho por el cual se procesa á los 
Señores Ramirez, Ríos, Basave, Malpica y Castillo, lejos de 
ser un hecho que merezca pena corporal, es, por el contra- 
rio, obra, efecto, consecuencia del derecho de petición; ¿no 
es verdad que con esa declaración se habría obtenido una 
resolución tal que importaba, no sólo la cesación de todo pro- 
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cedimiento en cuanto á sus personas, sino su más completa 
y perfecta absolución, en términos de quedar definitivamen- 
te sentenciada una causa que no sólo no lo había sido en i- 
instancia, sino que estaba en estado de sumaria? 

Y si no, puede preguntarse: ¿qué haría el Juez 2*? de 
Distrito si recibiera tal declaración, hecha en ese sentido por 
el Tribunal de Circuito? Evidentemente tendría que atacar- 
la, salvo que contra ella se hubiera interpuesto algún recur- 
so legal que suspendiera sus efectos, porque los Jueces de 
i^ instancia, no tienen que revisar y calificar las determina- 
ciones de los Tribunales superiores; y por notoria que en tal 
caso fuera la infracción de las leyes que norman el procedi- 
miento, y por palpable que fuera la consiguiente responsabi- 
lidad del Tribunal, no podría dejar de acatar aquella deter- 
minación, porque no tenia arbitrio legal para hacer otra cosa. 

La defensa cree que el Ministerio público no tiene ra- 
zón para citar el art. 19 á propósito del auto de formal pri- 
sión. Mas á este cargo responde el mismo texto del art. 19, 
que dice: "Ninguna detención puede exceder de tres dias' 
si 71 que se jiistijiqtie eoii 7in auto motivado a( pi^isión!' Y el 
art. 18, que es el citado por el Juez de Distrito, sólo habla 
de prisión en el sentido de aprehensión, detención ó arresto. 
La defensa insiste en que el hecho por el cual se proce- 
sa al Sr. Lie. Ramirez y demás presuntos reos, no presta mé- 
rito para imponerles pena corporal. Y el Ministerio público 
contesta: que aun cuando estuviera plena y evidentemente 
demostrado esto, el derecho constitucional, que es en el caso 
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la norma que debe seguirse, no obliga á hacer la revocación 
del auto apelado, y ni siquiera autoriza á hacerla, pues todo 
lo que dice es, que probada esta circunstancia, debe ser pues- 
to el reo en libertad bajo de fianza, 

Y agrega el Ministerio público, que el Juez de i^ ins- 
. tancia al deliberar consigo mismo, si debía ó no decretar auto 
de formal prisión, no tiene regla segura y obligatoria que lo 
precise á decretarlo ó no; y todo dependerá del valor de com- 
probación que en su mente dé á los datos que arroje la 
sumaria; mientras que el Tribunal, en su trabajo de revisión, 
todo lo que tiene que hacer, es examinar si el auto apelado 
no está arreglado á derecho, como sostiene el apelante. 

Pero, como el Juez de primera instancia al valorar los 
datos que realmente existan contra el detenido, no tiene nor- 
ma segura y obligatoria para dictar el auto de formal prisión, 
el Tribunal no puede revocarlo si no es que de hecho no exista 
dato alguno, ó que los que existan solamente consistan en indi- 
cios. 

La defensa hace mérito de que la policía, al remitir sus 
actuaciones, sólo dice que contra los detenidos no hay más 
que sospechas de sedición; y siendo esto asi, la defensa ar- 
guye que no ha podido dictarse auto de formal prisión por 
simples sospechas. A esto contesta el Ministerio público: 
que sea cual fuere la calificación de la policía, ella no forma 
criterio obligatorio para el Juez, quien, por el contrario, con- 
serva plena toda su libertad de conciencia jurídica para ha- 
cer la calificación que crea justa y arreglada á derecho. 
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En confirmación, debe razonarse diciendo: ¿Si la poli- 
cía hubiera dicho que había en las diligencias prueba plena 
contra los detenidos, estaría el Juez obligado á secundar y 
acatar estaca lificación? De seguro que nó, y la defensa 
no podrá menos que convenir en esto con el Ministerio pú- 
blico. 

Así que, la autoridad judicial, con todo y la calificación 
de la policía, está en su perfecto derecho para hacer por sí 
la apreciación del hecho denunciado y calificado por la policía. 

Esta apreciación puede ser errónea, y tal ve^ deba ver- 
se como digno de ser coronado en el Capitolio al mismo á 
quien el Juez crea que debe ser arrojado desde la Roca Tar- 
peya, porque cuando se trata de hechos que tienen roce con 
la política, el dios Éxito es muchas veces el que pronuncia el 
oráculo definitivo. 

La defensa supone que el Ministerio público sostiene 
que los detenidos son reos de sedición; pero apelando á los 
recuerdos del Tribunal, debo hacer presente que lo que el 
Ministerio público ha dicho es, que aun cuando los deteni- 
dos no sean responsables de hecho que merezca pena corpo- 
ral, aun en ese supuesto, la cuestión no queda resuelta sino 
por el art. i8, que preceptúa cosa muy diversa de lo que pre- 
tende la defensa. 

Y si, como arguye ésta, para nada debe sonar otra Cons- 
titución que la de 1857, el Ministerio público pregunta: ¿en 
qué parte de esa Constitución se encuentra la regla que in- 
declinablemente deba seguirse para poder dictar el auto de 
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formal prisión? En ninguna» porque ni en ella ni fuera de ella 
existe tal regla. 

Es un hecho que la defensa ha dado lectura á una doc- 
trina del Señor D. Marcos Gutiérrez; pero también es un 
hecho que esta doctrina es contraproducentem. porque toda 
esa doctrina tan sentida, como lo son las lamentaciones de Je- 
remías, cabalmente prueba que á propósito del auto de for- 
mal prisión, hay el peligro de ser víctima de la arbitrariedad 
de los jueces, precisamente porque no tienen una regla se- 
gura y obligatoria á qué atenerse. 

Uno de los señores defensores, alegó: que á la Promoto- 
ría incumbe el deber de precisar y fundar la acusación, y que 
ésta es la tarea y el deber del acusador. A esto contesta el 
Ministerio público: que esto es entera, perfecta y jurídica- 
mente cierto con relación al Promotor, cuando ejercite la ac- 
ción criminal que en su concepto corresponde en el caso. Pe- 
ro el muy ilustrado defensor que tal cosa dijo, no ha reflexio- 
nado que en este momento sólo se trata de examinar y 
discutir si el auto apelado no está arreglado á derecho, como 
sostienen los apelantes; y para contrariar la pretensión de 
los apelantes, no hay necesidad de precisar ni de fundar acu- 
sación. 

El mismo señor defensor asentó: que conviene con el 
Ministerio público en las premisas que asienta; pero que és- 
te saca una consecuencia errónea. El Tribunal me permitirá 
recordar, que el Ministerio público no se ha engolfado en el 
espacioso campo de las inducciones ni de las deducciones, y 
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que todo lo que ha hecho es, atenerse al texto literal de un 
artículo que es precisamente de la Constitución, que invoca el 
honorable defensor á quien tengo la honra de referirme, y 
que este artículo dice: '*En cualquiera estado del proceso en 
que aparezca que al acusado no se le puede imponer ¿al pena 
(pena corporal), se pondrá en libertad bajo de fianza.'* 

Y ya se ve, que atenerse al texto literal del artículo ci- 
tado, no es sacar consecuencia, sino simple y sencillamente 
hacer observar que, en un supuesto dado, en el cual no es- 
tamos, debería procederse como dice el artículo y no como 
pretende la defensa. 

El mismo honorable defensor, apostrofando al Tribunal, 
se permitió decirle que debía hacer la apoteosis de sus de- 
fendidos. Y el Ministerio público contesta: que posible es 
que en su tiempo y oportunidad tuviera el Tribunal el deber 
de absolver; pero en primer lugar, esto está muy lejos de ser 
una apoteosis en el sentido gramatical, histórico y filosófico 
que tiene la palabra; y en segundo lugar, posible es también 
que en justicia tenga que condenarlos, y entonces, quiéralo ó 
no tan ilustre defensor, se marchitarán los laureles que á ma- 
nos llenas está derramando sobre el banquillo de los acu- 
sados. 

Otro de los muy honorables defensores nos habló de 
la prensa, de la deuda inglesa, de la patria y del derecho de 
resistencia, para concluir aue si tal derecho se tiene, por qué 
no se ha de poder protestar contra los actos oficiales? 

A esto repone el Ministerio público: que cuando se 
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trata de escogitar los medios de hacer efectiva la libertad de 
la prensa por medio de leyes tutelares de este derecho, en- 
tonces no sólo será conveniente, sino necesario, por deber de 
todo el que ame la libertad, las ventajas de la ilustración y 
los derechos de la democracia, enaltecer las conquistas que 
ha hecho la prensa, sin olvidar por supuesto, que tiene un 
hasta aquí que no debe traspasar; ¿pero todo eso quiere aca- 
so decir que debe revocarse el auto de formal prisión que 
es el que está á discusión? 

¿La revisión de este auto hace necesario el examen de 
cuestiones hacendarías, como son las que entraña el decre- 
to de 2 2 de Junio, que no está á discusión? 

¿Pues qué, puede el Tribunal poner un sello, dar una 
sanción de tal manera irrevocable, que tengan que sellar sus 
labios los mantenedores y los adversarios de ese decreto? 

Pues si tal cuestión no es de la competencia de este 
Tribunal, si tal cuestión está aqui fuera de su lugar, si tal 
cuestión no es de este momento, limitémonos á examinar si 
el auto apelado debe revocarse á causa de no estar dictado 
con arreglo á derecho. 

¡ El joven orador, hijo de un gran poeta, invocó el sa- 
grado nombre de Patria y los deberes que con ella se tie- 
nen! Pero olvidó que cuando de la Patria se habla, se pien- 
sa con el corazón, se siente el quid divinum del entusiasmo 
que no diserta, pero sí hace sacrificios, hasta heroicos, sin en- 
carecerlos jamás. 

Por último, nos habló de que hay casos en que es un 
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deber la resistencia; y en lugar del autor extranjero que nos 
leyó, pudo desplegar la bandera republicana que derrocó 
al Imperio en 1823, y alli habría encontrado consagrado el 
derecho de insurrección; ¿pero prueba esto que deba revo- 
carse el auto de formal prisión? Esta y no otra es la cuestión 
que, por lo dicho, debe resolverse en el sentido de que no 
hay razón legal para revocar el auto de formal prisión dic- 
tado contra los Señores Ramírez, Rios, Basave, Malpica y 
Castillo, supuesto que no se ha demostrado que no esté 
arreglado á derecho. 
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